El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
 Auto  2ª Instancia – 21 de septiembre de 2018

Radicación Nro. :
 66001-31-03-004-2017-00021-02
Proceso:
 Servidumbre legal de conducción de energía eléctrica con      ocupación permanente
Demandante: 
 Empresa de Energía de Bogotá S.A. ESP

Demandado:
 Departamento de Risaralda y otro
Magistrado Ponente: 
 Claudia María Arcila Ríos
TEMAS: 

SERVIDUMBRE LEGAL DE CONDUCCIÓN DE ENERGÍA ELÉCTRICA CON   OCUPACIÓN PERMANENTE/ PERJUICIOS A TÍTULO DE INDEMNIZACIÓN/ DESIGNACIÓN DE PERITOS -Uno de la lista enviada por IGAC/ JUEZ DE PRIMER GRADO OMITIÓ DECRETAR LA PRUEBA PERICIAL/ SE  INCURRIÓ EN LA NULIDAD PREVISTA EN EL NUMERAL 5º DEL ARTÍCULO 133 DEL CGP/  REVOCA Y DECRETA NULIDAD
De acuerdo con lo expuesto, se configuró la nulidad que consagra el numeral 5º del artículo 133 del CGP, porque se omitió la práctica de una prueba que es obligatoria de acuerdo con la ley.

(…)

Para la Sala no son de recibo los argumentos de la jueza de primer grado en cuanto adujo que el dictamen practicado no está viciado de nulidad porque su práctica fue concertado con las partes y porque el término para fallar se encontraba próximo a vencer y con el IGAC era imposible llevarla a cabo. En primer lugar, porque las normas que regulan la materia son de orden público e imperativo cumplimiento y desconocerlas, alteraría el procedimiento previsto en la ley para esta especial clase de procesos. Del otro, porque la ley otorga poderes correccionales al juez para sancionar a quienes incumplan las órdenes que les imparta en ejercicio de sus funciones. 

(…)
De acuerdo con lo discurrido, se revocará el auto impugnado y en su lugar, se declarará la nulidad de lo actuado, a partir del auto proferido el 22 de febrero último, concretamente desde cuando se decretó el dictamen pericial. Para rehacer la actuación, deberá el juzgado de primer nivel, ceñirse al trámite que para esa prueba exige la Ley 56 de 1981.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Rios

Pereira, septiembre veintiuno (21) de dos mil dieciocho (2018)

Expediente 66001-31-03-004-2017-00021-02
Se decide de manera anticipada el recurso de apelación interpuesto por la apoderada judicial de la Empresa de Energía de Bogotá S.A. ESP, contra el auto proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 19 de abril, en el proceso que aquella instauró contra el Departamento de Risaralda, el Municipio de Pereira y la Corporación Autónoma Regional de Risaralda “Carder”, tendiente a obtener una servidumbre legal de conducción de energía eléctrica con ocupación permanente, sobre predio de los accionados, pues considera esta Sala Unitaria, que dada la decisión que se ha de adoptar, no resulta posible hacerlo en la sentencia que desate la instancia, que también fue impugnada.

A N T E C E D E N T E S :

1. Por auto del 13 de febrero de 2017 se admitió la demanda; de la misma se ordenó correr traslado a los demandados por el término de tres días e inscribirla en el folio de matrícula inmobiliaria correspondiente al predio objeto de la imposición de la servidumbre
.
2. De tal providencia recibieron notificación personal las entidades demandadas. Estas, de manera oportuna, dieron respuesta al libelo y se opusieron a las pretensiones; además, como no estuvieron de acuerdo con el estimativo de los perjuicios tasados por la actora, solicitaron el nombramiento de peritos. 

3. El 22 de febrero del año en curso, se llevó a cabo la audiencia inicial prevista por el artículo 372 del Código General del Proceso; acto en el cual se decretó como prueba de oficio y en consenso con las partes, que por parte de la Lonja de Propiedad Raíz de Risaralda, se practicara un peritaje al predio objeto de servidumbre, porque “…la designación e intervención oportuna del perito del Instituto Geográfico Agustín Codazzi se ha convertido en situación de difícil manejo, sumado al hecho de que en la audiencia debe prorrogarse la competencia, conforme a lo dispuesto por el artículo 121 del Código General del Proceso….”.  
4. Como esa entidad se excusó de realizar el peritaje  por “exceso de trabajo”
, mediante auto del 9 de abril siguiente, se designó, para el mismo cometido, al señor Alberto Aristizabal Bedoya
, quien efectivamente lo rindió.

5. De ese trabajo se dio traslado a las partes por auto del 17 de abril último y se dispuso la comparecencia del perito a la audiencia de instrucción y juzgamiento a celebrarse el 19 siguiente.
 
6. En esa diligencia, la apoderada judicial de la parte actora solicitó la nulidad de lo actuado en el proceso desde de la audiencia celebrada el 22 de febrero del presente año, al considerar que se configuró la prevista en el numeral 5º del artículo 133 del Código General del Proceso, en razón a que el peritaje que se decretó y practicó, no se ciñó a las reglas establecidas en la Ley 56 de 1981 en concordancia con el Decreto 1073 de 2015, pues debe realizarse por medio de dos peritos, uno de la lista de auxiliares de la justicia del respectivo tribunal y otro de la que para ese efecto envíe el Instituto Geográfico Agustín Codazzi; también, porque esas disposiciones no autorizan decretar en esta de clase de trámites, pruebas de oficio y porque el traslado de la experticia no se hizo con la antelación de que trata el numeral 10 del artículo 372 del Código General del Proceso.

7. La Jueza de primer nivel se abstuvo de declarar la nulidad reclamada. Para decidir así, consideró que no se omitieron oportunidades para practicar pruebas y que si bien es cierto, las normas que regulan este tipo de actuaciones ordenan que el peritaje se haga por dos peritos, uno del IGAC y otro particular, también lo es que en la audiencia que se decretó, se les explicó a las partes sobre las dificultades que se han tenido en otros procesos con dicha entidad, porque tardan más de un año en realizarlo y por ello, en consenso con ellas, se dispuso que lo realizara la Lonja de Propiedad Raíz de Risaralda; pero que como esta no lo hizo, se designó para ese fin al señor Alberto Aristizabal, quien acreditó idoneidad en el cargo. 

Manifestó no desconocer que el traslado de la prueba en el presente caso no se hizo como manda la ley; sin embargo, reiteró, como el decreto de la misma fue concertado con las partes, no puede endilgársele arbitrariedad al despacho; por el contrario, se obró con celeridad, teniendo en cuenta que el término para fallar se encontraba próximo a vencer, tanto así, que hubo de prorrogarse. 
8. Frente a esa decisión, la apoderada de la demandante, en similares términos a los que expuso cuando formuló la nulidad, interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación. Resuelto desfavorablemente el primero, se concedió el segundo.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. Corresponde a la Sala verificar si en este caso se configuró la nulidad prevista en el numeral 5º del artículo 133 del Código General del Proceso, invocada por la apoderada judicial de la parte actora, o si por el contrario, como lo decidió la jueza de primera sede, no se presentó la irregularidad de que se trata.
2.  La Ley 56 de 1981 “Por la cual se dictan normas sobre obras públicas de generación eléctrica, y acueductos, sistemas de regadío y otras y se regulan las expropiaciones y servidumbres de los bienes afectados por tales obras”, en el artículo 27 dice que en la demanda, la entidad interesada deberá estimar el valor de los daños que se causen en forma explicada y discriminada y poner a disposición la suma correspondiente; el 29 indica que en el evento en que el demandado no esté conforme con el estimativo de la indemnización a que haya lugar por la imposición de la servidumbre, podrá pedir al juez la designación de peritos para que practiquen el avalúo de los daños que se causen y tasen la indemnización a que haya lugar por la imposición de la servidumbre. Para su designación, remite al artículo 21, según el cual: “El juez, al hacer la designación de peritos … escogerá uno de la lista de auxiliares de que disponga el tribunal superior correspondiente y el otro de acuerdo con lo señalado en el artículo 20 del Decreto 2265 de 1969…”  Esta última disposición ordena que uno de los peritos ha de ser designado de lista de expertos suministrada por el Instituto Geográfico y Catastral Agustín Codazzi. Lo mismo dispone el Decreto 1073 de 2015 en el artículo 2.2.3.7.5.3.
3. En relación con el trámite al avalúo decretado en procesos de expropiación, aplicable a los procesos especiales de servidumbre, porque ambos se encuentran regulados por la Ley 56 de 1981, la Corte Suprema de Justicia en sede de tutela, ha dicho que este debe sujetarse a las reglas específicas que regulan la materia, so pena de vulnerarse el debido proceso. Así por ejemplo, en sentencia STC8027-2014, relacionada con los peritos que deben intervenir en procesos como el inicialmente referido, expresó:  
“Dicho proceder, además, no guarda armonía con lo expuesto por esta Corporación sobre la materia en tanto se ha dicho que
“(…) la decisión del a-quo constitucional estuvo acertada, pues, en verdad, la dependencia judicial accionada ignoró que ‘por mandato de los artículos 20 del Decreto 2265 de 1969, 21 de la Ley 56 de 1981, 61 y 62 de la Ley 388 de 1997 y 25 del Acuerdo 1518 de 2002 del Consejo Superior de la Judicatura, la etapa de concreción de la suma total a favor del demandado por razón de la expropiación debe llevarse a cabo con la intervención de especialistas calificados, específicamente por peritos que hagan parte de la lista de expertos del Instituto Geográfico Agustín Codazzi’” (Sentencia de 20 de enero de 2012, exp. 2011-02718-00, citada el 15 de febrero de 2013, exp. 2012-00295-01).
Y en otra oportunidad, la Sala advirtió que 

“[e]n todo caso, los jueces que conocen de la expropiación deben tener en cuenta los parámetros señalados por la Corte Constitucional en torno al experto que debe realizar la labor de justiprecio del inmueble materia de disputa, aspecto frente al que esa autoridad señaló que ‘la Sala observa que de los dos peritos que la ley especial indica deben elaborar el correspondiente dictamen pericial en los procesos de expropiación, por lo menos uno de ellos debe tener unas calidades especiales y, por ende, debe ser designado de la lista de expertos del Instituto Geográfico Agustín Codazzi ya que, además de conocer las normas, procedimientos, parámetros y criterios para la elaboración de los avalúos por los cuales se determina el valor comercial de los bienes inmuebles que se adquieren a través del proceso de expropiación por vía judicial (Decreto 1420 de 1998), tienen pleno conocimiento de las resoluciones internas expedidas por dicho Instituto y que operan como un manual metodológico para la realización y presentación de los avalúos, específicamente de la Resolución No. 620 del 23 de septiembre de 2008 expedida por el Director General del Instituto Geográfico Agustín Codazzi, ‘por la cual se establecen los procedimientos para los avalúos ordenados dentro del marco de la Ley 388 de 1997’’ (Sentencia T-582 de 2012)” (CSJ STC 20 mar 2013, rad.00064-01, reiterada CSJ STC, 17 abr 2013, rad. 00043-01 y  CSJ STC 18 jul 2013, rad. 00182-01).
De este modo, la gestión del juez acusado desconoció las pautas antes aludidas, pues, no ha velado porque el avalúo que debe realizarse en el proceso de expropiación sea rendido por dos expertos, uno de ellos adscrito al Instituto Geográfico Agustín Codazzi, desatendiendo principalmente el precedente jurisprudencial contenidos en los fallos T-638 de 2011 y T-582 de 2012 de la Corte Constitucional, por lo que es de recibo el argumento de la impugnación según el cual, el valor del inmueble y la indemnización se tienen que fijar siguiendo las directrices especiales al respecto…”.
En similar sentido se pronunció la misma corporación en sentencia de tutela ST4287-2018 de abril 4 de 2018, con ponencia de la Magistrada Margarita Cabello Blanco.
Es claro entonces que cuando se presenta controversia en relación con el monto de los perjuicios tasados por la parte demandante a título de indemnización en procesos de expropiación o de servidumbre, debe el juzgado  designar dos peritos, uno de ellos de la lista que al efecto envíe el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, porque poseen unas calidades especiales y conocen a fondo las resoluciones internas de la entidad, relacionadas con la elaboración de avalúos en asuntos de esta especial naturaleza. Además, porque la indemnización correspondiente al propietario del inmueble sobre el cual se impone la servidumbre pública de energía eléctrica, compromete el presupuesto del Estado; de allí, la exigencia rigurosa. 
4. De acuerdo con lo expuesto, se configuró la nulidad que consagra el numeral 5º del artículo 133 del CGP, porque se omitió la práctica de una prueba que es obligatoria de acuerdo con la ley.

5. Para la Sala no son de recibo los argumentos de la jueza de primer grado en cuanto adujo que el dictamen practicado no está viciado de nulidad porque su práctica fue concertado con las partes y porque el término para fallar se encontraba próximo a vencer y con el IGAC era imposible llevarla a cabo. En primer lugar, porque las normas que regulan la materia son de orden público e imperativo cumplimiento y desconocerlas, alteraría el procedimiento previsto en la ley para esta especial clase de procesos. Del otro, porque la ley otorga poderes correccionales al juez para sancionar a quienes incumplan las órdenes que les imparta en ejercicio de sus funciones. La Corporación que viene siendo citada, al respecto ha dicho:
“(…) Así las cosas, ciertamente la funcionaria judicial desconoció de manera abrupta e injustificada los mandatos normativos y jurisprudenciales que rigen la puntual temática de los procesos de expropiación como quedó sentado, y, si consideraba que había reticencia por parte del Instituto Geográfico Agustín Codazzi – IGAC-, para la práctica de la citada prueba, ha debido acudir a los poderes disciplinarios que el Código de Procedimiento Civil prevé, y no desestimar la misma como lo hizo (se remarcó)…”

6. De acuerdo con lo discurrido, se revocará el auto impugnado y en su lugar, se declarará la nulidad de lo actuado, a partir del auto proferido el 22 de febrero último, concretamente desde cuando se decretó el dictamen pericial. Para rehacer la actuación, deberá el juzgado de primer nivel, ceñirse al trámite que para esa prueba exige la Ley 56 de 1981.

No se impondrá condena en costas porque no se da ninguna de las circunstancias previstas por el artículo 366 del Código General del Proceso para ello.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria Civil - Familia, 

R E S U E L V E:

1º REVOCAR el  auto proferido por el Juzgado el Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 19 de abril, en el proceso instaurado por la Empresa de Energía de Bogotá S.A. ESP, contra el Departamento de Risaralda, el Municipio de Pereira y la Corporación Autónoma Regional de Risaralda “Carder”. En su lugar, se declara la nulidad de todo lo actuado, a partir del auto proferido el 22 de febrero último, concretamente desde cuando se decretó el dictamen pericial. Para rehacer la actuación, deberá el juzgado de primer nivel, ceñirse al trámite que para esa prueba exige la Ley 56 de 1981.

2º Sin costas en esta sede.

Notifíquese,

La Magistrada,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 











DIEGO ANDRES MORALES GÓMEZ


S E C R E T A R I O











� Folio 44, cuaderno principal, parte 1.


� Folio 296, cuaderno principal, parte 2.


� Folio 299, cuaderno principal, parte 2.


� Folios 303 a 352, cuaderno principal, parte 2.


� Folio 353,  cuaderno principal, parte 2.


�  STC9773-2014, del 25 de julio de 2014. M.P. Álvaro Fernando García Restrepo.
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